
I N F O R M E  A N U A L  2 0 1 7 3. ACTUACIONES DE LA DEFENSORÍA

201

La respuesta de la Dirección General de 
Infancia y Familias fue en sentido favorable, 
señalando la intención de que en la 
normativa autonómica que se elabore se 
incluya una regulación específica sobre el 
contenido y modo de efectuar los informes 
de seguimiento (queja 16/1037).

También hemos tramitado distintos 
expedientes de queja en el que personas 
adoptadas o la familia biológica de una 
persona adoptada solicita ayuda para facilitar 
el contacto con su familia biológica o con el menor adoptado. Se trata de 
un derecho que reconoce la legislación a las personas adoptadas, quienes 
al alcanzar la mayoría de edad, si así lo desean, pueden acceder a su 
expediente de adopción y obtener información sobre sus antecedentes 
familiares. (queja 17/3437, queja 17/6256 y queja 17/5676).

3.1.2.6.4. 	Protección frente al maltrato infantil

a) Denuncias de maltrato a menores

Hemos continuado recibiendo denuncias que relatan episodios de 
maltrato a menores. Tras registrar dichas denuncias, y salvo que valoremos 
que carecen en absoluto de elementos de verosimilitud, solicitamos la 
colaboración de las autoridades competentes para que, conforme a sus 
competencias, emprendan una investigación que aclare los hechos y, en su 
caso, para que se adopten las medidas oportunas en protección del menor.

Cada supuesto que llega a nuestra oficina tiene su singularidad, a pesar 
de ello podemos reseñar cierta frecuencia de denuncias remitidas por 
adolescentes denunciando el maltrato de que dicen ser víctimas 
en el seno familiar. Así en la queja 17/2859 una adolescente denuncia 
a su padre y a continuación se arrepiente y pide que no intervengamos, 
precisando que nos escribió cuando se encontraba alterada tras una 
discusión; en la queja 17/4779 una adolescente denuncia que sus padres 
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la tratan desconsideradamente con insultos y vejaciones; en la queja 
17/5192 una chica de 17 años denuncia que es víctima de maltrato por sus 
padres; y en la queja 17/5497 una adolescente nos remite la fotografía de 
una cicatriz compatible con la que produciría un cigarro.

Al igual que cuando relatamos nuestra intervención ante situaciones de 
riesgo, también en los casos de ruptura de la relación de pareja se 
producen denuncias que en ocasiones llegan al extremo de relatar 
malos tratos físicos. Así ocurre en la queja 17/5629 en la que un padre 
denuncia que su hijo es maltratado por su madre y su actual pareja; en la 
queja 17/3041 la madre denuncia que el padre maltrata psicológicamente 
a su hija cuando ejerce su derecho de visitas; en la queja 17/2720 un padre 
denuncia que su hija ha sido víctima de abusos por parte de la actual 
pareja de la madre; en la queja 17/0243 abuelos paternos denuncian que 
la madre maltrata a sus nietos y que los desarraiga de su familia.

Las nuevas tecnologías de la comunicación 
e información cada vez más ocupan un lugar 
destacado en casos de maltrato a menores, bien 
como fuente directa del maltrato, bien como cauce 
indispensable para su materialización posterior. 
De este modo ocurre en la queja 17/5012 en la que 
una menor denunciaba el acoso que sufría por 
parte de una persona adulta en redes sociales; 
en la queja 17/6532 un adolescente denuncia que 
su ex pareja estaba siendo víctima de amenazas 
a través de redes sociales; en la queja 17/6424 
se quejaba del vídeo que había recibido a través 
de una red social en el que se podía ver como un 
menor estaba siendo vejado y humillado.

Hemos de reseñar que las denuncias de maltrato 
van más allá del entorno familiar o de relaciones 
sociales del menor, pues en ocasiones el lugar en 

que este se produce puede ser muy variopinto. Así en la queja 17/2888 
una madre denuncia que el monitor de natación de una piscina pública 
tiene un comportamiento vejatorio con su hija, de tres años; al igual que 
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en la queja 17/1519 en el que una madre denuncia el comportamiento 
maltratador de un monitor de natación con su hijo, obligándolo a realizar 
actividades para las que no está preparado y que traumatizan al menor; 
en la queja 17/0651 una adolescente se queja de que dos compañeras de 
internado tuvieron que abandonar el centro tras conocerse que habían 
mantenido relaciones sexuales con una persona adulta.

b) Protocolos de intervención por maltrato

El principio de buena administración requiere a los profesionales que intervienen 
en cualquier procedimiento administrativo que su actuación sea ágil y eficaz, 
más aún si la intervención a la que nos referimos tiene como objeto preservar 
los derechos e integridad personal de un menor víctima de malos tratos.

Es por ello que el gobierno de la Junta de Andalucía, en coordinación con 
otras administraciones e instituciones públicas (Fiscalía, Poder Judicial 
y Corporaciones Locales) consensuó un protocolo de coordinación que 
habría de presidir las diferentes actuaciones en esta materia, cuyo texto 
íntegro fue publicado en el BOJA nº.39 de 26 de febrero de 2004.

Con posterioridad a dicho protocolo, la Junta de Andalucía aprobó 
el Decreto 3/2004, de 7 de enero, por el que se establece el sistema 
de información sobre maltrato infantil de Andalucía, del cual se ha de 
destacar la hoja de notificación de situaciones de maltrato infantil como 
elemento relevante de sistematización y normalización de la información 
sobre casos de maltrato, que a su vez activaría muchas de las medidas 
previstas en el mencionado protocolo de intervención.

La experiencia acumulada en tales intervenciones ha sido plasmada por la 
Dirección General de Infancia y Familias en diferentes documentos técnicos, 
tales como el Protocolo de derivación a los programas de evaluación y 
diagnostico y tratamiento de abusos sexuales a menores en Andalucía, Guía 
de indicadores para la detección de casos de violencia sexual y pautas de 
actuación dirigidas a los Centros de Protección de Menores, o el Protocolo 
de la Comunidad Autónoma de Andalucía para las actuaciones y derivación 
al programa de evaluación, diagnóstico y tratamiento a menores víctimas de 
violencia sexual.
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A lo expuesto se ha de añadir el avanzado estado de tramitación 
del proyecto de Decreto que vendrá a unificar las actuaciones de las 
Administraciones de Andalucía ante situaciones de riesgo y desamparo 
de la infancia y adolescencia en Andalucía (SIMIA), que esperamos vendrá 
a afinar aún mas los mecanismos de coordinación entre administraciones, 
solventando las carencias y disfunciones detectadas en la experiencia 
acumulada en el abordaje de estas situaciones.

Sea como fuere, en nuestra intervención como 
Defensor del Menor no dejamos de recibir 
quejas en disconformidad con la intervención 
de las diferentes Administraciones Púbicas en 
la prevención y reparación del daño asociado 
a episodios de maltrato.

Por su peculiaridad referimos la situación de un 
bebé, de siete meses de edad, que ingresó en las 
urgencias de un hospital de Sevilla con graves 
lesiones en su cabeza compatibles con un posible 
maltrato (síndrome de niño zarandeado). Tras el 
ingreso hospitalario del niño la Policía procedió 
a la detención y puesta a disposición judicial de 
los padres, todo ello ante los indicios de que el 
menor pudiera haber sido objeto de malos tratos 
a consecuencia de los cuales sufrió las lesiones 
que a la postre motivaron el fatal desenlace.

Un dato muy significativo en este caso es la juventud de sus padres, de 
18 y 19 años de edad, respectivamente, y los antecedentes conocidos 
de la situación de riesgo en que se encontraría el menor. Es así que la 
madre estuvo en prisión mientras estaba embarazada. Su hijo nació de 
forma prematura con sólo kilo y medio de peso, debiendo ser ingresado 
para recibir cuidados especiales en la unidad de neonatos. Tras recibir 
el alta hospitalaria, los padres ejercieron la guarda y custodia de su hijo 
pero sin cumplir con los controles programados de pediatría, y sin que, 
en apariencia, los servicios sociales efectuaran un seguimiento de su 
situación.
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Una vez que el niño ingresó en el hospital, el Ente Público de Protección de 
Menores declaró su situación de desamparo, la cual no llegó a ejecutarse 
ante el fallecimiento del niño consecuencia de las graves lesiones que 
padecía (queja 17/3387).

También hubimos de intervenir tras conocer, por noticias publicadas en 
medios de comunicación, el caso de una niña, de 13 años de edad, víctima 
de abusos sexuales y explotación laboral. La menor ejercía la prostitución 
para mantener a su madre y hermano, de nueve años de edad; y de esta 
situación se aprovechaban individuos desaprensivos quienes habrían 
abusado sexualmente de la menor, e incluso algún comerciante que 
empleó a la menor en su establecimiento explotándola laboralmente. 

Esta información fue posteriormente puntualizada por la Fiscalía Provincial 
de Almería refiriendo que la investigación hasta esos momentos realizada 
no arrojaba datos concluyentes sobre el ejercicio de la prostitución, ello sin 
perjuicio de que pudiera haber existido maltrato sexual e incluso explotación 
laboral.

Trascendió que la madre de la menor era inmigrante procedente de Rusia y que 
el padre de la niña había fallecido. Sin embargo el padre de su hermano sí tenía 
nacionalidad española, pero al parecer nunca se habría hecho cargo de él.

Al encontrarse en curso una investigación judicial para depurar las 
correspondientes responsabilidades penales, centramos nuestras 
actuaciones en la aparente inexistencia de control del estado de los menores 
por parte de los servicios sociales comunitarios y el Ente Público de Protección 
de Menores.

Sobre este particular recibimos un informe de la Delegación Territorial de 
Igualdad, Salud y Políticas Sociales de Almería en el que que relataban las 
medidas que en esos momentos se habían acordado para salvaguardar 
a ambos menores, atendiendo sus necesidades. A continuación, tal como 
habíamos solicitado, se nos aportaron los antecedentes relativos a la 
situación familiar e intervenciones de los servicios sociales municipales 
o del Ente Público de Protección, que sucintamente se resumen en la 
apertura por parte de la Delegación Territorial de Granada de expedientes 
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de información previa referidos a la menor (expediente iniciado en abril de 
2014) y su hermano (expediente iniciado en marzo de 2016) sin que tales 
expedientes hubieran podido concluir con el dictado de alguna medida 
de protección sobre ambos hermanos, todo ello a pesar de los indicios 
de desatención y posibles abusos, unido a la falta de colaboración de la 
madre con los servicios sociales en tales investigaciones.

Hemos de destacar que en 2014, tras ser derivado el caso al equipo de 
intervención en casos de abuso sexual (EICAS), este equipo hizo una 
recomendación técnica a la Fiscalía para que se adoptara alguna medida 
destinada a evitar el contacto entre la menor y su presunto agresor (pareja 
de la abuela) sin que se obtuviese respuesta; no obstante, la Fiscalía volvió 
a solicitar una evaluación de la menor, evaluación que no pudo realizarse 
ante la negativa de la madre y la abuela.

Tuvimos conocimiento de una segunda derivación, efectuada en abril 
de 2014, por parte del colegio en que se encontraba matriculada la 
menor y que tampoco dio lugar a evaluación por falta de autorización y 
consentimiento de la madre.

La tercera derivación se realiza en octubre de 2014, a petición del juzgado 
de instrucción, que seguidamente solicitó al servicio de prevención y 
apoyo a la familia que dejase sin efecto tal solicitud.

Y consta también una cuarta derivación, hecha en enero de 2015, a petición 
de otro juzgado de instrucción de Granada, que finalmente sí propició 
una valoración de la menor, aunque sin resultados concluyentes toda 
vez que no se detectó sintomatología clínica significativa que requiriese 
de atención especializada, considerando no obstante necesario un 
seguimiento de la situación familiar de la menor con el objeto de obtener 
respuesta a situaciones de especial vulnerabilidad.

Del análisis conjunto de la información que nos fue remitida, y visto el 
resultado del seguimiento efectuado a la menor, deducimos que se habían 
producido ,al que antes hemos hecho alusión, de lo cual informamos 
a la Fiscalía solicitando su colaboración a fin de que evaluase aquellos 
aspectos susceptibles de mejora. 
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La Fiscalía nos remitió un completo informe de todas las actuaciones 
realizadas, precisando que en el caso confluyeron varios procedimientos, 
uno administrativo-civil referente a la situación de riesgo detectada; y dos 
procedimientos penales, uno de ellos sin posterior trascendencia pero del 
que se obtuvo la revelación de datos importantes del posible maltrato a la 
menor, y otro procedimiento penal seguido en el juzgado de instrucción 
para dilucidar un posible abuso sexual a la menor.

La intervención del Servicio de Protección de Menores estuvo condicionada 
por las dificultades de localización de la menor y su hermano, careciendo 
de ningún dato de ellos desde febrero de 2016 hasta que se produjeron 
los lamentables hechos relatados (queja 17/0702). 

3.1.3. 	 Derecho de menores en el Sistema de justicia Juvenil

Nuestro trabajo en este ámbito se ha centrado en supervisar las 
actuaciones de la Comunidad Autónoma de Andalucía en desarrollo de su 
competencia para la ejecución de las medidas acordadas por los Juzgados 
de Menores. 

La Ley orgánica de responsabilidad penal del menor establece un 
elenco de medidas que podrá adoptar el juez de menores dirigida 
a la reeducación del menor infractor. De todas ellas la medida de 
internamiento en un centro de reforma concita el mayor número 
de reclamaciones ante la Defensoría si bien la casuística de su 
contenido es diversa. 
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